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La redefinición de las funciones de los órganos administrativos y judiciales en la protección de los derechos de los niños en la ley 26.061.

Gabriel Lerner
Sumario: I. Introducción. II. Sistema y medidas de protección de derechos. III. Las intervenciones administrativas y judiciales. ¿Una delimitación constitucional? IV. Consideraciones finales. 


I. Introducción. 

El principal impacto que la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) ha tenido en el plano jurídico es el cambio sustancial del lugar que el niño ocupa dentro de la sociedad, la familia y el Estado. Al cristalizarse de manera explícita el reconocimiento del niño como sujeto de derecho -en oposición a la idea predominante del niño definido a partir de su incapacidad- lo convoca a nuevos roles en los ámbitos en los que se desenvuelve –la familia, la comunidad, los servicios públicos-, reclamando en consecuencia una  redefinición de sus relaciones con sus pares y con los adultos.      
A su vez, el referido cambio de lugar y concepción de la infancia incide en la manera de otorgarle protección
, toda vez que la ambigüedad, discrecionalidad y consecuente arbitrariedad que caracterizaban a las facultades de los adultos obligados a brindar esa protección, encuentran en el paradigma convencional límites precisos, a partir del respeto obligado de ciertos derechos de los niños, niñas y adolescentes que la CDN les reconoce.

 Con anterioridad a la sanción de ley 26.061, la operatividad de la CDN había quedado despejada de toda duda a partir de su incorporación al texto constitucional (art. 75 inc. 22 de la CN)
. Sin embargo, tanto la legislación interna –ley 10.903, ley 22.278 y sus modificatorias, normas del Código Civil y del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, etc- como buena parte de las prácticas socialmente predominantes continuaban reflejando resistencias para revertir y adecuar un modelo de intervención protectiva que fuera compatible a las disposiciones convencionales. 
El escenario doctrinario anterior a la sanción de la norma objeto de comentario no era pacífico en orden a determinar la necesidad o no del dictado de una ley nacional que regulara la protección de los derechos de la infancia y la adolescencia
.

Como se ha señalado, aquella cuestión que no fue pacífica en  nuestra doctrina
 antes de la sanción de la ley 26.061, traslada ahora el debate a los alcances e implicancias de la misma. Ahora bien, cualquiera haya sido la posición que se asumiera al respecto, y aún para aquellos que sostuvieron la autoejecutabilidad de los tratados y su aplicación directa por los tribunales sin necesidad de una regulación por ley interna –en particular, desde que la CDN fue incorporada al texto constitucional
-  lo cierto es que la sanción de la ley 26.061, puso fin a la convivencia entre una legislación interna basada en la denominada “doctrina de la situación irregular” y los principios constitucionales de la llamada “doctrina de la protección integral de derechos”, al derogarse –ver art. 76 de la nueva norma- de manera expresa la ley 10.903 y modificar los arts. 234 y 236 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que regulan el proceso por protección de persona (conforme lo establecido en los artículos 74 y 75 de la ley 26.061). 
Desde la óptica desarrollada supra, la trascendencia jurídica del nuevo ordenamiento resulta indiscutible, máxime si se advierte que la antigua normativa tutelar gozaba –mas allá de las consideraciones teóricas, básicamente indiscutibles, sobre la derogación tácita de la llamada “ley Agote”- de no poca vitalidad tanto en sede judicial como administrativa en buena parte del territorio nacional.

En consecuencia, toda plataforma legal en la que -hasta el dictado de la ley 26.061- se hayan justificado intervenciones, omisiones y/o procedimientos restrictivos cuando no negadores de los derechos de los niños, ha quedado atrás. Paralelamente, y más allá de la manera en que se articulen a futuro las legislaciones locales con la nueva normativa nacional, los principios plasmados en la ley nacional de protección de derechos resultarán una referencia ineludible para la organización y gestión de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales, en orden a la determinación de la legalidad de sus prácticas, analizadas desde la óptica del efectivo acceso de las niñas, niños y adolescentes a sus derechos.


II. Sistema y medidas de protección de derechos.  

La ley 26.061 en su Título III regula lo que denomina el “sistema de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, describiendo al mismo a partir de su conformación y de los medios de que deberá estar dotado. En el mismo capítulo –arts. 33 a 41- se prevén lo que el legislador ha denominado “medidas de protección integral de derechos” y “medidas excepcionales”. La normativa no se limita a definir el alcance de las medidas y los criterios de aplicación de las mismas, sino que también instaura regulaciones relativas al procedimiento a seguirse para la adopción y ejecución de las mismas. 

En el art. 32 se determina que el “Sistema de Protección integral de los derechos de niños, niñas y adolescentes está conformado por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional”. Por otra parte se consigna que: “La Política de Protección Integral de Derechos de las niñas, niños y adolescentes debe ser implementada mediante una concertación articulada de acciones de la Nación, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios”. El artículo finaliza consignando que, “Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes debe contar con los siguientes medios: a) Políticas, planes y programas de protección de derechos; b) Organismos administrativos y judiciales de protección de derechos; c) Recursos económicos; d) Procedimientos; e) Medidas de protección de derechos; y f) Medidas de protección excepcional de derechos”.

De la interpretación armónica del texto legal en su conjunto se desprende que la exigencia de respeto al enfoque de derechos, lejos de limitarse a las intervenciones puntuales frente a situaciones de amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas o adolescentes, se extiende al conjunto del sistema, tanto en el diseño, como en la implementación, ejecución y evaluación continua de políticas públicas de aplicación o transferencia directa a toda la infancia, adolescencia y sus familias
.

El sistema –de acuerdo al texto legal- opera en tres diferentes niveles
: las políticas públicas (arts. 4 y 5), las medidas de protección integral (arts. 33 a 38) y las medidas de protección excepcional (arts. 39 a 41). 

El primero de dichos niveles remite a las políticas públicas universales o de acceso masivo, que deben garantizar el acceso a la educación, a la salud y al conjunto de los derechos sociales, económicos y culturales, a los que deben poder acceder los niños, en su calidad de sujetos de derechos, por imperativo constitucional. 

El segundo nivel de intervención –las medidas de protección integral- prevé situaciones en las cuales, frente a la ausencia u omisión de políticas públicas, se encuentren amenazados o vulnerados derechos reconocidos a un niño, dando intervención a la autoridad administrativa local de aplicación, quien tiene el deber de restituirlos, a partir de sus propios servicios o instando a las áreas correspondientes. 

La tercera instancia sólo está prevista para aquellos casos considerados excepcionales, cuando se evalúa como necesaria la separación del niño de su familia. En este caso también es la autoridad administrativa la que toma la decisión, pero con el deber de fundar la medida en sede judicial
. 

Ingresando en el análisis de los postulados de la ley en relación con las políticas públicas destinadas a la infancia y adolescencia, se verifica -especialmente en su artículo 4 al establecerse pautas para la elaboración de dichas políticas
- una fuerte ruptura con la tradición “tutelar”, superándose un enfoque de intervenciones respecto de la infancia y adolescencia identificada con una política particular y/o especial –orientada al segmento de la “minoridad en riesgo o carente”- para virar hacia una modalidad cuya propuesta más significativa se encuentra dada por la universalidad que la política debe asumir. En otras palabras, traducir el enfoque de derechos a la protección de la niñez y la adolescencia, supone, en primer lugar, extender y ampliar el alcance de las políticas públicas universales, generando paralelamente dispositivos que garantizan la exigibilidad de sus prestaciones.   


En tal sentido, y en lo que la ley identifica con el nombre de medidas, se estipulan mecanismos, que se enderezan a garantizar a la ciudadanía en general, y a las personas menores de edad en particular, la restitución de sus derechos violentados o ignorados, para los casos en que, por las razones que fuere, esa demanda no haya sido satisfecha por las políticas públicas.  

El artículo 33 define a las medidas de protección integral de derechos como aquellas “emanadas del órgano administrativo competente local ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias”. Por otra parte se indica que, “la falta de recursos materiales de los padres, de la familia, de los representantes legales o responsables de las niñas, niños y adolescentes, sea circunstancial, transitoria o permanente, no autoriza la separación de su familia nuclear, ampliada o con quienes mantenga lazos afectivos, ni su institucionalización”. 

Dichas medidas tienen como tienen como finalidad la preservación o restitución a las niñas, niños o adolescentes, del disfrute, goce y ejercicio de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias
. 

De manera concordante con lo dispuesto en los arts. 4 inc. a)
 y 7
, el artículo 35 establece que: “Se aplicarán prioritariamente aquellas medidas de protección de derechos que tengan por finalidad la preservación y el fortalecimiento de los vínculos familiares con relación a las niñas, niños y adolescentes. Cuando la amenaza o violación de derechos sea consecuencia de necesidades básicas insatisfechas, carencias o dificultades materiales, económicas, laborales o de vivienda, las medidas de protección son los programas dirigidos a brindar ayuda y apoyo incluso económico, con miras al mantenimiento y fortalecimiento de los vínculos familiares” y en el artículo 37 se enumeran, de manera no taxativa, una serie de medidas posibles a ser adoptadas, enderezadas a la asistencia del niño en el marco de la convivencia familiar
. 

Asimismo, y pese a que la previsión debería relacionarse más con las medidas excepcionales que con las que no lo son (y, en consecuencia, no importan la separación del niño de su medio familiar), el legislador prescribe en el art. 36 que “En ningún caso las medidas a que se refiere el artículo 33 de esta ley podrán consistir en privación de la libertad conforme lo establecido en el artículo 19”. Cabe aquí recordar que en el citado art. 19 se determina que por “privación de libertad” se entiende la “ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad” y que dicha medida sólo puede adoptarse respectando las normas vigentes. Por otra parte, también deberá tenerse presente que en el Decreto 415/2006, que reglamenta parcialmente a la ley, se estipula que el “lugar” al que se refiere el art. 19 incluye tanto establecimientos públicos como privados. 

 Un párrafo destacado merece dedicarse al análisis alrededor de cuál es el órgano estatal obligado y facultado a la adopción de las medidas de protección integral de derechos en el sistema previsto en la Ley 26.061. Las previsiones contenidas en los arts. 30, 31
, 33 y 38
 no dejan lugar a dudas: la carga y la potestad de decidir sobre la aplicación, modificación, sustitución y/o cese de una medida de dicha naturaleza es de competencia exclusiva del “órgano administrativo competente local”
, correspondiendo a las autoridades de los ámbitos locales identificarlos y/ o designarlos
. 

Las normas señaladas en el párrafo anterior junto a las reformas al Código Procesal Civil y Comercial de la Nación
 relacionadas con la “protección de personas”, ponen en evidencia una clara voluntad legislativa de ubicar en el poder ejecutivo la tarea de restitución de derechos de la infancia que se encuentren vulnerados o amenazados, evitando, en principio, toda intervención jurisdiccional para aquellos casos en que la medida que deba adoptarse no demande que el niño permanezca separado o deba ser separado de su grupo familiar.  

Uno de los propósitos que claramente subyace en este aspecto de la reforma es la búsqueda de revertir los efectos discriminatorios y estigmatizantes que han devenido de una arraigada práctica –justificada desde el punto de vista normativo, explícita o implícitamente, en la Ley 10.903- de “judicialización” de la infancia humilde, por su sola condición de tal o por algunas de las consecuencias de las carencias socio-económicas. Parece sobreabundante, a esta altura de los acontecimientos, volver a alegar a favor de la necesidad de derrumbar las medianeras –sostenidas a pura ideología- que dividen el universo de la niñez del de la “minoridad”…

Ese claro objetivo no es, sin embargo, el único que ha llevado al legislador a convocar al “órgano administrativo local” a que se ocupe de los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos se encuentren conculcados. Esta “responsabilización” del poder ejecutivo –sin necesidad de que medie manda judicial para que su intervención sea inmediatamente exigible- debe operar a favor de la ampliación y mejoramiento de las políticas públicas. No puede soslayarse, en el sentido expuesto, la previsión contenida en el art. 31 con relación a la responsabilidad del funcionario que recibiere una denuncia por derechos vulnerados
.

Finalmente, y quizás sea este el fundamento más sólido para sostener el cambio de roles de los órganos administrativos y jurisdiccionales, la ley propugna el acercamiento de los ámbitos estatales de adopción de decisiones restitutivas de derechos al medio vincular, comunitario y cultural en el que el niño desarrolla su existencia
. La experiencia de décadas de intervención estatal signadas por el marco conceptual y normativo que la Ley N° 26.061 deja atrás, es por demás aleccionadora en torno a las enormes dificultades -muy especialmente en los grandes centros urbanos- para definir estrategias y/o acciones adecuadas de restitución respecto de niños con sus derechos vulnerados, que den cuenta acabadamente del universo familiar y afectivo de dicho sujeto, de las particularidades del medio cultural en que se desenvuelve, de los recursos existentes en su comunidad de origen que pueden ser capitalizados y/o articulados en función de su superior interés, todo ello desde ámbitos de decisión tan centralizados como los de los estrados judiciales. No se trata, en consecuencia, de sustituir el juzgado por una oficina administrativa de similares características. De lo que se trata es de articular un amplio sistema de protección de derechos que, en cada caso particular, y respecto de la situación de cada niño individualmente considerado –ver art. 33- pueda adoptar decisiones escuchando a las personas involucradas (lo que, obviamente incluye al niño o joven) y dando cuenta de las particularidades de su medio afectivo y comunitario.   

A diferencia de las medidas de protección integral, la ley entiende por medidas excepcionales –son en realidad, “medidas excepcionales de protección integral”- a aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, teniendo como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias. Además consagra que son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen
.

Tales disposiciones revelan la revalorización del rol de la familia en la crianza de los hijos y en consecuencia el derecho de los niños a vivir y permanecer con su familia, por lo cual toda institución que se aleje de este principio es de interpretación restrictiva. En consonancia con ello, el artículo 41 enumera diferentes criterios que delimitan la aplicación de medidas excepcionales donde se produce la separación de un niño de su núcleo social de origen
. 


En definitiva, la ley cuestiona e interpela a la separación del niño de su medio familiar como una modalidad ordinaria de intervención, resultando necesario realizar una cantidad de acciones previas antes de decidir la separación de un niño de su familia de origen, toda vez que para su procedencia se exige que previamente se hayan cumplimentado debidamente las medidas dispuestas en el artículo 33
.

La ley también establece las pautas a seguirse respecto del procedimiento de aplicación de las medidas excepcionales en su artículo 40, prescribiendo que: “… Declarada procedente la medida excepcional, será la autoridad local de aplicación quien decida y establezca el procedimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fundado, debiendo notificar fehacientemente dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, la medida adoptada a la autoridad judicial competente en materia de familia de cada jurisdicción. El funcionario que no dé efectivo cumplimiento a esta disposición, será pasible de las sanciones previstas en el Capítulo IV del Código Penal de la Nación. La autoridad competente de cada jurisdicción, en protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes dentro del plazo de setenta y dos (72) horas de notificado, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá resolver la legalidad de la medida; resuelta ésta, la autoridad judicial competente deberá derivar el caso a la autoridad local competente de aplicación para que ésta implemente las medidas pertinentes”.
En términos generales el texto es claro y, si se lo interpreta conjuntamente con el art. 27
, puede afirmarse que una medida que puede resultar tan afectatoria de derechos, como es la de separar a un niño de sus progenitores, sólo podrá adoptarse –de cumplirse con lo estipulado en la nueva legislación- respetando los principios del debido proceso legal.

Pese a considerarse que el texto es claro, se pueden efectuar algunas precisiones. En primer lugar, no caben dudas de que es la autoridad administrativa local la que adopta la medida y define la modalidad de la misma (cuidado en medio familiar alternativo, en ámbito institucional, etc). Inmediatamente esa decisión es comunicada al juez de familia competente quien tiene a su cargo controlar la legalidad de lo ya resuelto. Para ello, debe escuchar en audiencia a los representantes legales del niño y también a este, en virtud de lo prescripto en el art. 27. Examinada la legalidad de la medida, la resolución se comunica a la autoridad administrativa, sea esta de aprobación o de rechazo. Ha aparecido un interrogante, que se es similar al planteado con relación al primer párrafo del mismo artículo
 y está relacionado con el factor temporal. ¿Puede implementarse la medida excepcional previo efectuar el debido control de legalidad?. La regla debe ser que el control de legalidad sea previo; sólo podría invertirse el orden en aquellos casos en que una situación de emergencia obligara a la autoridad administrativa a incluir a un niño en cuidados alternativos previo notificar al juez competente. 

Teniendo en cuenta las dificultades que se presentaban en este tema, en orden a la competencia local en la materia
, cuestión que provocó críticas desde algunos sectores de la doctrina
, y adoptando un claro criterio de austeridad, la labor reglamentaria –ver Decreto 415/2006- se detiene sólo en algunos artículos, en los que se consideró necesario establecer ciertas pautas hermenéuticas para clarificar o reforzar su aplicación en la nueva concepción jurídica sobre la protección de la infancia y adolescencia, o bien, introducir referencias que permitieran contrarrestar posibles conflictos en su aplicación e interpretación. 

De ese modo, y respetando las facultades propias de los estados provinciales y la Ciudad de Buenos Aires, y respecto del citado artículo 33 la reglamentación reitera la convocatoria a las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la identificación y, en su caso, la designación de las autoridades administrativas de protección de derechos en el ámbito local.

En relación a las medidas excepcionales las prescripciones reglamentarias se concentran en dos asuntos.  En primer lugar, y dando cuenta de los problemas hermenéuticos que ha planteado la utilización de la categoría del interés superior del niño
 la reglamentación delimita cuándo resulta procedente la medida excepcional en función del principio del interés superior. En tal sentido, se prescribe
 que: “Se entenderá que el interés superior del niño exige su separación o no permanencia en el medio familiar cuando medien circunstancias graves que amenacen o causen perjuicio a la salud física o mental de la niña, niño o adolescente y/o cuando el mismo fuere víctima de abuso o maltrato por parte de sus padres o convivientes y no resultare posible o procedente la exclusión del hogar de aquella persona que causare el daño”. Es decir, por esta vía, se procura reducir los márgenes de discrecionalidad y ambigüedad en la aplicación del principio rector del interés superior del niño, equiparándola a aquellas situaciones graves de violencia, abuso o maltrato, es decir que atenten contra la integridad psicofísica del niño, niña o adolescente. En un sentido similar, con el propósito de evitar a futuro la reiteración de prácticas administrativas y/o judiciales –en particular en situaciones de violencia intra-familiar- mediante las cuales, sin adoptarse todas las medidas necesarias para garantizar efectivamente el alejamiento del agresor, es el niño quien termina separado de su grupo familiar, y con la finalidad de evitar la revictimización que ello importa, se prescribe expresamente que la medida excepcional de separación solo será respetuosa del interés superior del niño, si es adoptada frente a la imposibilidad de exclusión de hogar de aquella persona que causare el daño.

En segundo lugar, y en razón de que la ley contempla las medidas excepcionales como medidas limitadas en el tiempo, sin mas precisiones, y que las mismas sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen, la labor reglamentaria se orientó a regular aspectos puntuales que hicieran eficaces las garantías consagradas por el legislador. En consecuencia, en el decreto reglamentario
 se precisa la duración máxima de tales medidas, las que en ningún caso podrán exceder los noventa (90) días de duración, debiendo lo mismo quedar claramente consignado al adoptarse la medida excepcional. Para aquellos casos en que, pasado el tiempo fijado al adoptarse la medida excepcional, persistan las causas que le dieron origen y se resolviere prorrogarla, la reglamentación prescribe que deberá fijarse un nuevo plazo de duración –respecto del cual rige el límite de los 90 días-, mediante acto fundado, el que deberá ser notificado a todas las partes. Con la previsión que se comenta se pretende que una medida excepcional –que pudo haber sido adoptada originariamente con adecuado fundamento y cumpliendo con todos los recaudos procesales- sea sometida a revisiones críticas periódicas, evitando que lo que se definió con fines provisionales, devenga más adelante, por puro imperio fáctico en una separación definitiva del niño respecto de su grupo familiar.

Sin lugar a dudas, el contenido del artículo 40 fue una de las cuestiones que despertó mayores controversias, en sectores de la doctrina
, magistrados u operadores del poder administrador. En algunos casos el cuestionamiento se fundó en la naturaleza procesal de la prescripción en el marco de una ley nacional, pero esa crítica fue acompañada por otras impugnaciones, por tratarse de una de las normas -junto al artículo 33- en las se refleja con mayor fuerza el reordenamiento de las intervenciones de las instancias administrativas y judiciales en las cuestiones de protección a la infancia y adolescencia, en razón de las competencias que les incumbe a cada una, de acuerdo a la naturaleza de las cuestiones y/ o conflictos
.

III. Las actuaciones administrativas y judiciales. ¿Una delimitación constitucional?

Este tema constituye uno de los puntos neurálgicos y que más debate ha originado entre los postulados de la ley en tanto la misma, a través de sus artículos 39 y 40, prioriza la intervención administrativa, reservando a la autoridad judicial el debido el control de legalidad de las medidas adoptadas de acuerdo al procedimiento detallado en el citado artículo 40.
Recordando que la ley 26061 establece en su artículo 2° segundo párrafo que “los derechos y garantías de los sujetos de esta ley son de orden público,…”, se han generado diversas interpretaciones sobre la aplicación de la ley en diferentes jurisdicciones, entendiéndose en algunos casos que devienen de orden público solo los derechos y no así, por ejemplo, aquellas cuestiones relativas a las medidas de protección o las medidas excepcionales, así como las modalidades y órganos habilitados para su adopción.

 Toda vez que, la regulación de los procedimientos y organización judicial que deben aplicar la legislación de fondo en materia de infancia -con las limitaciones impuestas por la Constitución Nacional
- compete a las legislaturas provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por tratarse de una facultad no delegada al Congreso Nacional, aparece como cuestionada la aplicación de la ley 26.061 en otras jurisdicciones en cuanto a las normas relativas a las medidas y los procedimientos.

Respecto de este último punto, y teniendo en cuenta que la CDN contiene aspectos que atañen a garantías del niño en los procesos, la omisión del tratamiento de estas cuestiones por el  Congreso Nacional al dictar la ley de protección integral, podría haber significado la pérdida de una oportunidad y un medio adecuados para efectivizar la vigencia de las garantías de los niños sometidos a proceso, en tanto el derecho procesal es el sistema normativo de realización del derecho fondo por medio del cual se garantiza al individuo el debido proceso legal
. 

Un adecuado análisis de las disposiciones constitucionales pone en evidencia que la crítica antes reseñada se sostiene en fundamentos cuanto menos discutibles
.

Efectivamente, debe en primer lugar destacarse que el art. 75 inc. 22 CN concede jerarquía constitucional, entre otros pactos internacionales, a la Convención sobre los Derechos del Niño, al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Dichos instrumentos establecen como obligación de los Estados parte la de observar un plexo de derechos y garantías relativos al debido proceso y que aunque específicamente referidos al proceso penal -que la Convención sobre los Derechos del Niño traslada sin más al proceso penal de las personas menores de 18 años- no se refieren exclusivamente al poder punitivo del Estado. Por el contrario, la fórmula debido proceso es amplia y comprende todo procedimiento pues protege todo atributo de la persona (vida, libertad, patrimonio, etc.) o los derechos que pudieran corresponderle, susceptibles de ser intervenidos o menoscabados por una decisión estatal
 .

En segundo lugar, no puede soslayarse que la totalidad de los instrumentos internacionales enunciados en el punto anterior, reconocen el derecho de todo niño a medidas de protección especial
, y nuestra Carta Magna establece como atribución del Congreso Nacional la de legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen a la niñez el pleno goce y ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales (cf. art. 75 inc. 23 CN). 

En el mismo sentido de lo que se viene exponiendo –acerca de lo acertado de la regulación de algunas cuestiones procedimentales en la Ley N° 26.061- debe recordarse que, desde mucho antes de la reforma constitucional de 1994, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación tenía establecido que no importaba menoscabo a la competencia provincial para legislar sobre procedimientos, el hecho de que el Congreso dicte normas procesales para todo el territorio del Estado, cuando esas normas son inherentes al funcionamiento de determinadas instituciones de la legislación federal o común
. Coincidiendo con el criterio del Alto Tribunal, calificada doctrina nacional en materia de derecho constitucional ha enseñado que cuando el Estado Federal, por vía de tratados internacionales, incorpora al derecho interno disposiciones procesales con vigencia en todo el territorio, ello implica una especie de mutación constitucional, con motivo de la cual normas de derecho procesal se tornan aplicables en los estados provinciales
.  

Finalmente merece observarse que, en virtud de lo dispuesto por el inciso 32 del art. 75 CN, el Congreso Nacional cuenta con los denominados por la doctrina “poderes implícitos”, consistentes en la facultad del Congreso para sancionar las leyes y reglamentos necesarios para la puesta en marcha de las atribuciones que tiene concedidas.

En efecto, dado que la Convención sobre los Derechos del Niño integra el llamado bloque de constitucionalidad federal
, como consecuencia del cual la regulación de los procedimiento respecto de los niños y adolescentes debe ajustarse al aseguramiento de expresas garantías fundamentales, y siendo que el Congreso Nacional tiene entre sus atribuciones aquella relativa a la de legislar y promover las acciones positivas que tiendan al aseguramiento del goce y ejercicio, por los niños, de los derechos reconocidos por la Constitución nacional y los tratados internacionales (art. 75 inc. 23 CN), hay fundamento suficiente para sostener que el punto en tratamiento no ha constituido un avasallamiento, en la materia que se analiza, de las competencias provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de conformidad con la doctrina y jurisprudencia constitucional antes citadas. Muy por el contrario, la resultante es que se han establecido las bases mínimas –de innegable inspiración constitucional- de todo proceso en el que se vean involucrados niños y adolescentes. 

En tal sentido, para Sabsay “La Ley 26.061 es una suerte de “medida” elaborada por el Congreso Nacional para dar cumplimiento a los compromisos internacionales que se derivan de la ratificación por Argentina de la CDN, al asegurar su aplicación en nuestro país… Por lo tanto, en caso de conflicto con normas provinciales éstas deben ceder a favor de la ley nacional. Estamos frente a una suerte de ley de contenidos mínimos aplicables en todo el territorio de la Nación. Sus disposiciones tienden a tornar operativas las de la CDN y están absolutamente vinculadas con ésta… La Ley juega como un accesorio de la Convención y por lo tanto es objeto de las mismas consideraciones (…)” 
 

En la misma línea se ha manifestado que dada su mayor jerarquía normativa, la ley 26.061 convoca a un necesario análisis de las legislaciones provinciales preexistentes para identificar sus concordancias y advertir sus diferencias, las que seguramente requerirán de una armonización interpretativa o, incluso, una eventual adecuación legislativa. Asimismo, la nueva ley nacional representa un fuerte impulso para el proceso reformador no concretado aún en los restantes estados provinciales, para adecuar sus instituciones al nuevo marco jurídico nacional en la medida de que sus actuales legislaciones respondan a los esquemas delineados por la hoy derogada ley de Patronato de menores N° 10.903. La señalada mayor jerarquía de normativa de la ley 26.061 determina –o debiera hacerlo- que muchas de esas leyes, o al menos parte de las normas que contienen, resulten decididamente inaplicables. 

Las prescripciones establecidas por la ley 26.061, en orden a redefinir las relaciones entre los órganos administrativos y judiciales y las respectivas potestades en la materia, no son el resultado de un capricho o una “invención” legislativa, sino consecuencia directa de los postulados contenidos en la CDN.

Efectivamente, desde su Preámbulo el instrumento hoy incorporado al texto constitucional postula que “la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades…”. En concordancia con la jerarquía y rol trascendental reconocido por la CDN al grupo familiar, al regular la delicada materia referida a la separación del niño de su familia, el texto convencional también efectuó precisiones (no siempre adecuadamente analizadas por algunos autores). En el tema que se desarrolla señala el artículo 9 de CIDN que “Los Estados Partes velarán porque el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de estos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes (lo) determinen (…)”
.
Se enfatizó supra que la delimitación de funciones prevista en los arts. 33 a 41 del nuevo cuerpo normativo no se originaban en caprichos o invenciones. El texto del art. 9 CDN antes citado es, claro está, fuente directa de las normas antes referidas y contenidas en la Ley N° 26.061. Cuando en la CDN se hace referencia a la “revisión” ello remite, indefectiblemente, a una decisión adoptada por un órgano diferente del que “revisa”. Cuando la revisión es “judicial”, ¿qué otro órgano puede haber adoptado la medida que no sea una autoridad administrativa?.


IV. Consideraciones finales.

La ley 26.061 sistematiza un conjunto de derechos y garantías mínimos e interconectados que traducen el sistema de protección y las medidas consecuentes, a partir del cual se debe garantizar intervención estatal en el marco del respeto por los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes, y del resto de los miembros de sus familias. 

Los principios de intervención del Estado en todos sus niveles y órganos se reconvierten y redefinen en sus relaciones, estableciéndose el imperativo legal de diseño e implementación de políticas en la materia garantes de los derechos, a través del despliegue de medidas y acciones necesarias para la satisfacción de ellos o en su caso, para su restitución inmediata. Se invierte así el paradigma que colocaba a un segmento de los niños y sus familias en “situación irregular” (a partir las carencias, reales o supuestas, que se observaban), ubicando ahora la irregularidad en las omisiones de las políticas y/o prácticas sociales o culturales o en aquellas acciones que obstruyen, limitan o niegan el acceso y respeto a derechos reconocidos en el ordenamiento
.
Compartiendo lo manifestado por la doctrina enrolada en la defensa de los Derechos Humanos, la ley objeto de comentario refleja la necesidad de que el Estado (principalmente a través de su poder ejecutivo o administrador) desarrolle, a partir de acciones positivas
, de carácter promocional y preventivo, la defensa y protección no ya la persona de los niños, niñas y adolescentes sino de sus derechos; todo ello en contraposición con la vieja tradición “tutelar” –que mantiene aún vigencia en diferentes ámbitos- que propugna una política estatal de intervención autoritaria y discriminatoria, a través de uno de sus poderes (el judicial), a fin de que el mismo dirima  conflictos de naturaleza social más que estrictamente jurídicos
.

El giro que introducen las prescripciones del nuevo cuerpo legal obligan a replantear la intervención de la justicia, afirmando su importancia como instancia de resolución de conflictos específicamente jurídicos y como mecanismo de garantía para la exigibilidad de aquellos derechos que, siendo amenazados o vulnerados por el Estado, las instituciones, o los particulares, no logran resolverse en otro plano.
A la hora de implementar el sistema y medidas de protección de derechos, que la ley 26.061 establece de manera compatible con el mandato constitucional, estos lineamientos deben ser observados toda vez que constituyen una garantía de los niños y adolescentes, asegurando la propia ley en su texto la previsión de mecanismos de exigibilidad.  

En tal sentido, el principio de efectividad -la obligación de los Estados de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole para dar efectividad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes-, aparece explícitamente receptado en la ley en su artículo 29
. El alcance del principio de efectividad en la ley 26.061 reviste especial importancia frente a lo dispuesto por el artículo 1°, párrafo tercero de la misma, en cuanto se “habilita a todo ciudadano -ante la omisión en la observancia de sus deberes por parte de los órganos gubernamentales- a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce” de derechos reconocidos por la misma. 


Tanto en el derecho internacional, como el derecho interno, la omisión origina responsabilidad cuando existe el deber estatal de actuar y tal deber no se ha cumplido. Así se ha dicho que “las omisiones inconstitucionales de los poderes públicos (ya sean legislativas, ejecutivas o judiciales) podrán encontrar sus límites bajo la adecuada aplicación de la figura de la inconstitucionalidad por omisión instituyéndola como proceso constitucional autónomo o bien, como acción procesal articulable con otras  dirigidas a la protección de los derechos y garantías (...) Ello así resulta imperativo atender el rol que cumple el silencio a partir de los contornos del discurso jurídico (los contornos de lo que se dice, de lo manifiesto que desdibujan lo que no se dice, lo latente). Esto lejos de resultar indiferente puede funcionar como obstáculo para la efectiva realización de los derechos fundamentales...”
. 

(*) Abogado, Director Nacional de Derechos y Programas del Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia. Co–coordinador de la Comisión Técnica de Reglamentación de la Ley N° 26.061 

1Sin dejar de reconocerse que los niños deben ser cuidados y protegidos en su evolución y desarrollo, se remarca -de la mano del concepto de autonomía progresiva- que tal asistencia no debe obstaculizar el reconocimiento de su individualidad y su capacidad para ser actores principales en el ejercicio de sus propios derechos.


� Es de interés mencionar que, aún antes de la incorporación al texto constitucional, la CDN fue aplicada sobre la base de considerar que los tratados aprobados y ratificados por la Argentina integran su orden jurídico (tesis monista), tal como fuera afirmado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “ Ekmekdjian c/ Sofovich”, con invocación del artículo 31 y del artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (Cf. Weinberg Inés M., Convención sobre los Derechos del Niño, ed. Rubinzal-Culzoni, 2002, p. 28/9).


� Bien diferente se muestra el panorama de la doctrina con relación al actual régimen penal que se aplica a las personas menores de edad: en este plano, aunque existan diferentes propuestas para abordar la cuestión de fondo, es unánime la opinión de los especialistas en el sentido de que es imprescindible sustituir el actual régimen –ley 22.278 y sus modificatorias- por un sistema de responsabilidad penal juvenil, acorde con los postulados de la CDN.


� Así, desde una postura se ha dicho que: “Desde la perspectiva del Derecho Internacional, ante el sistema monista que impera en nuestro país, la Convención es directamente operativa, por lo cual no sería necesaria una legislación de forma de carácter inmediato, bastando con que la existente no impida u obstaculice la aplicación de la nueva legislación de fondo, constituida fundamentalmente por la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Americana sobre Derechos Humanos...” (Cf. Molina, Alejandro C., La Convención sobre los Derechos del Niño en el contexto de la realidad americana y local. Perspectivas y esperanzas de una sociedad más justa, E.D. 172-777). Mientras que desde otra, se ha manifestado que: "Es que la vigencia de la citada Convención aprobada por la ley 23.849 y con jerarquía constitucional a tenor del artículo 75 inciso 22, de nuestra Carta Magna, ha determinado la necesidad imperiosa de replantear el contenido del articulado de inferior rango de la legislación civil y penal interna, tanto en lo que se refiere a las normas de fondo como a las de índole procesal. Ello en razón de que numerosos dispositivos de nuestro ordenamiento trasuntan una ideología que en absoluto se compadece con aquellos preceptos superiores del instrumento internacional. Para decirlo en muy pocas palabras, ya no resulta posible la "convivencia" de viejas prescripciones que contemplan al niño como un objeto de "posesión" y "disposición", con otras que lo consideran un sujeto pleno de sus derecho”s. (Cf. Mizrahi, Mauricio L., El proyecto de Ley de Régimen Integral de Protección a los Derechos del Niño y del Adolescente, L.L., LXIII N° 1666, año 1999).


� Los derechos del niño: de la proclamación a la protección efectiva en Justicia y Derechos N° 3, UNICEF, Buenos Aires, diciembre de 2001, p. 55.


� Cf. FAMÁ, María Victoria y HERRERA, Marisa, “Crónica de una ley anunciada y ansiada, en Anales de Legislación Argentina 2005-E, 5809.


� “La nueva ley de infancia. Aportes para su interpretación e implementación”, Lic. Silvia Stuchlik, www.casacidn.org.ar.  


� Ibìdem.


� Tales como: “a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las niñas, niños y adolescentes; b) Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia; c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente; d) Promoción de redes intersectoriales locales; e) Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”.


� Cf. Art. 34.


� “Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se elaborarán de acuerdo a las siguientes pautas: 


a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las niñas, niños y adolescentes…”  


� “La familia es responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías… Los Organismos del Estado deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para que los padres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones”. 


� solicitud de becas para el acceso a la educación básica; asistencia integral a la embarazada; inclusión del niño en programas destinados al fortalecimiento y apoyo familiar; cuidado del niño en su propio hogar, orientando y apoyando a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, juntamente con el seguimiento temporal de la familia y el niño; tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico para el niño y su familia; y asistencia económica


� “DEBER DE COMUNICAR. Los miembros de los establecimientos educativos y de salud, públicos o privados y todo agente o funcionario público que tuviere conocimiento de la vulneración de derechos de las niñas, niños o adolescentes, deberá comunicar dicha circunstancia ante la autoridad administrativa de protección de derechos en el ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por dicha omisión”.


� “EXTINCION. Las medidas de protección pueden ser sustituidas, modificadas o revocadas en cualquier momento por acto de la autoridad competente que las haya dispuesto y cuando las circunstancias que las causaron varíen o cesen”.


� Cf. Art. 33


� Conforme el criterio establecido por el Decreto reglamentario Nº 415/06. 


� Cf. Arts. 74 y 75


� “DEBER DEL FUNCIONARIO DE RECEPCIONAR DENUNCIAS. El agente público que sea requerido para recibir una denuncia de vulneración de derechos de los sujetos protegidos por esta ley, ya sea por la misma niña, niño o adolescente, o por cualquier otra persona, se encuentra obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma gratuita, a fin de garantizar el respeto, la prevención y la reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de considerarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los Deberes del Funcionario Público”.


� Notese que en el art. 3º, al definir que debe respetar en virtud del principio del interés superior la ley destaca: “…c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural;…  f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia”. Asimismo, al determinarse (Art 4º) al señalarse la pautas que deben respetarse en el diseño y ejecución de las públicas de la niñez y adolescencia, se estipula: “…b) Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia; c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente; d) Promoción de redes intersectoriales locales”.





� CF. Art. 39.


� Las medidas establecidas en el artículo 39, se aplicarán conforme a los siguientes criterios: a) Permanencia temporal en ámbitos familiares considerados alternativos. Las medidas consisten en la búsqueda e individualización de personas vinculadas a ellos, a través de líneas de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según costumbre local, en todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las niñas, niños y adolescentes;


b) Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible puede recurrirse a una forma convivencial alternativa a la de su grupo familiar, debiéndose propiciar, a través de mecanismos rápidos y ágiles, el regreso de las niñas, niños y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario. Al considerar las soluciones se prestará especial atención a la continuidad en la educación de las niñas, niños y adolescentes, y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Estas medidas deberán ser supervisadas por el organismo administrativo local competente y judicial interviniente; c) Las medidas se implementarán bajo formas de intervención no sustitutivas del grupo familiar de origen, con el objeto de preservar la identidad familiar de las niñas, niños y adolescentes; d) Las medidas de protección excepcional que se tomen con relación a grupos de hermanos deben preservar la convivencia de los mismos; e) En ningún caso, las medidas de protección excepcionales pueden consistir en privación de la libertad; f) No podrá ser fundamento para la aplicación de una medida excepcional, la falta de recursos económicos, físicos, de políticas o programas del organismo administrativo. (cf. Artículo 41).


� Desde un sector de la doctrina se ha criticado la rigidez de este enunciado, frente al cual se impone una correcta evaluación de cada caso, que habilitaría cierta flexibilización interpretativa de la norma en determinadas circunstancias de gravedad y urgencias.


� “ARTICULO 27.- GARANTIAS MINIMAS DE PROCEDIMIENTO. GARANTIAS EN LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES O ADMINISTRATIVOS. Los Organismos del Estado deberán garantizar a las niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte, además de todos aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías: a) A ser oído ante la autoridad competente cada vez que así lo solicite la niña, niño o adolescente; b) A que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta al momento de arribar a una decisión que lo afecte; c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine; d) A participar activamente en todo el procedimiento; e) A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte”.


� “…Sólo serán procedentes cuando, previamente, se hayan cumplimentado debidamente las medidas dispuestas en el artículo 33…”.


� Al respecto cabe observar que, la potestad exclusiva de la autoridad administrativa en la adopción de medidas de protección integral de derechos y aún en los casos de medidas excepcionales dejando a la justicia el control de legalidad y seguimiento de estas últimas no aparece plasmado con el mismo alcance en las leyes locales, a excepción de las leyes de la  Ciudad de Buenos Aires y la Provincia de Buenos Aires. Algunas leyes provinciales ni siquiera establecen un catálogo de medidas de protección, otras no logran no logran establecer con claridad la desjudicialización de cuestiones asistenciales ya que respecto de toda medida de protección se habilita la instancia judicial. Por su parte, otras leyes como las de las provincias de Chubut, Tierra del Fuego y Neuquén establecen medidas de protección definiendo expresamente cuales pueden ser adoptadas por la autoridad administrativa y cuales deben ser adoptadas por la autoridad judicial.


� En tal sentido se ha expresado que: “determinar el contenido específico de tales medidas es claramente competencia local”. Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit., pág 24. Con relación a la cuestión planteada –competencia provincial o nacional para legislar en torno al sistema de protección de derechos de niños, niñas y adolescentes- no puede dejar de advertirse que, así como muchas provincias sancionaron sus propias normas al respecto –“tutelares” o adecuadas a la CDN- la tradición jurisprudencial en muchas otras no cuestionó la directa aplicabilidad de la Ley N° 10.903. En los estados provinciales en los que predominó ese criterio, resultaría de toda lógica que ahora se considere de aplicación obligatoria la Ley N° 26.061. 


� Sin perjuicio, de que en el mismo entendimiento, la ley define el principio del interés superior en su artículo 3, agregando determinadas pautas de precisión en cuanto a su contenido, aplicación e interpretación.


� Dec. 415/2006, Anexo I, art. 39, primer párrafo.


� Dec. 415/2006, Anexo I, art. 39, Segundo y tercer párrafo 


� Ver Zannoni, Eduardo A., El Patronato del Estado y la reciente ley 26.061, en Revista “La Ley”, Año LXIX, Nro. 219, jueves 10 de noviembre de 2005; D´Antonio, Daniel Hugo, La protección de los menores de edad como función estatal esencial, subsidiaria e indelegable (acerca de la sanción de la ley 26.061), en Revista “El Derecho”, miércoles del 7 de diciembre de 2005; BELLUSCIO, Augusto C. “Una ley en parte inútil y en parte peligrosa: la ley 26.061, Revista “La Ley”, del 24/02/2006, 1 y Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia, a sus derechos y al derecho. Sobre la “Ley de protección integral de los derechos de las niñas,  niños y adolescentes”, 26.061, Derechos de Familia, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia N° 33, (Dir. Cecilia P. Grosman), Lexis Nexis Abeledo –Perrot, marzo/abril 2006. 


� Desde este enfoque, es que se separan final y radicalmente dos órdenes cosas. Por un lado se ubican los problemas sociales, susceptibles de una competencia específica de protección en el que se resalta el rol activo que deben desempeñar los poderes ejecutivos en el diseño e implementación de políticas sociales como herramientas necesarias en la restitución y/o satisfacción de derechos. Por otro lado, la subsidiaridad de la intervención judicial, a los efectos de garantizar el ejercicio y disfrute de los derechos sociales reconocidos a todas las personas, disponiendo la adopción de las medidas de acción positiva que fueren necesarias a tales efectos.


� cf. arts. 5, 31 y 123 C.N.


� En este sentido, cabe tener en cuenta que en la actualidad algunos regímenes provinciales, -ya que han replicado sistemas similares a la ley 10.903, e instituto procesal como la “protección de persona”- no garantizan los principios fundamentales en relación a la separación de un niño de su familia, tal como lo imponen las normas constitucionales vigentes. 


� Autorizada doctrina nacional entiende que puede ser atribución del Congreso Nacional el dictado de normas procesales en materia penal, fundamentando tal posición en las propias disposiciones contenidas en el texto constitucional originario, básicamente, en aquellas referidas a la implementación del juicio por jurados. Cf. BIDART CAMPOS, Germán, Tratado elemental de derecho constitucional argentino, tomo II, pag. 175, núm. 62, 1988, Bs. As; VÉLEZ MARICONDE, Alfredo, op. cit. [Derecho procesal...], tomo II, ps. 26 y 27, quien implícitamente apoya esta tesis en cuanto señala como inconstitucional al art. 8 de la Constitución de Córdoba que admite la implementación de procedimientos sumarísimos en materia penal o la restricción a la defensa en juicio cuando no se trate de la imposición de penas corporis aflictivas, por resultar ello violatorio del principio nulla poena sine iudicio establecido en el art. 18 de la Constitución nacional.


� Cf. MAIER JULIO B.J., Los niños como titulares del derecho al debido proceso en Justicia y Derecho N° 2, UNICEF, Buenos Aires, noviembre de 2000, pág. 9. 


� Art. 24.1 del PIDCP, Art. 19 de la CADH y art. 2.2 de la CDN.


� Según cita de BIDART CAMPOS, Germán, Manual de derecho constitucional argentino, p. 591, Ed. Ediar, 1972, Bs. As. De hecho, infinidad de normas contenidas en los ordenamientos de fondo contienen normas sobre materia eminentemente procesal; tan sólo a modo de ilustración, cabe mencionar las normas civiles sobre prueba (nacimiento y edad –arts. 79 a 88 CCa-, matrimonio –art. 197 CCa-, filiación –art. 246 CCa-, contratos –especialmente arts. 1191 y 1193 CCa), procedimientos (acciones y procedimientos relativos a cuestiones de disolución matrimonial y alimentos –arts. 227 a 239 CCa-, filiación –arts. 251 a 263 CCa), etcétera.
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